
 
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SUCRE 

Sala Segunda de Decisión Oral 
 

Sincelejo, cuatro (04) de noviembre de dos mil dieciséis (2016) 

 

Magistrado Ponente: RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY 

 

RADICACIÓN: 70-001-33-33-006-2013-00210-01 

DEMANDANTE: CLAUDIA KARINA GARRIDO VERGARA 
DEMANDADO: MUNICIPIO DE SINCELEJO 

M. DE CONTROL: NULIDAD Y REST. DEL DERECHO 

 

 

Procede la Sala, a decidir el Recurso de Apelación interpuesto por la 

ent idad demandada, contra la sentencia de fecha 18 de marzo de 2016, 

proferida por el Juzgado Sexto Administrat ivo Oral del Circuito de Sincelejo, 

mediante la cual, se accedió a las súplicas de la demanda. 

 

1. ANTECEDENTES: 

 

1.1.- Pretensiones1 

 

La señora CLAUDIA KARINA GARRIDO VERGARA, por conducto de 

apoderado judicial, formuló demanda en ejercicio del medio de control de 

nulidad y restablecimiento del derecho, contra el MUNICIPIO DE SINCELEJO, 

con el fin que se declare la nulidad de los actos administrat ivos contenidos 

en los Oficios No. 1.8.1836.11.2012 de fecha 7 de noviembre de 2012; No. 

1.8.1857.11.2012 del 15 de noviembre de 2012 y la Resolución No. 3144 del 20 

de diciembre de 2012, proferidos por el Municipio de Sincelejo. 

 

Como consecuencia de lo anterior, pide se reconozca la existencia de una 

relación laboral con el Municipio de Sincelejo y el consecuente pago de 

                                                                 
1 Folios 2 - 3, del cuaderno de primera instancia. 
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prestaciones sociales que el régimen prestacional y laboral de docentes 

establece, así como la indexación de valores dejados de cancelar, que se 

generaron por razón de dicha relación laboral. 

 

1.3.- Hechos2 

 

La demandante anunció, que fue contratada bajo la modalidad de 

prestación de servicios como docente en el Municipio de Sincelejo, desde 

el 1º de febrero de 1998, hasta el 30 de noviembre de 2003, los cuales 

fueron celebrados de forma consecutiva. 

 

Expresa la parte actora, que las labores fueron cumplidas en igual forma 

que los demás docentes de planta, vinculados mediante relación legal y 

reglamentaria por el municipio de Sincelejo, bajo órdenes y completa 

dirección y subordinación de la administración municipal e idéntico 

calendario y jornada laboral del resto de personal docente. 

 

Señala, que entre las partes exist ió una relación laboral, porque se han 

cumplido los requisitos de prestación personal del servicio, remuneración y 

subordinación. Que el t iempo laboral fue continuo, durante 4 años y el 

municipio de Sincelejo, nunca le pagó el mínimo de derechos salariales, 

prestacionales e indemnizatorios, consagrados en las normas laborales de 

la época, teniendo en cuenta la vigencia de la relación. 

 

Citó como normas violadas, el art ículo 53 de la Const itución Polít ica, así 

como los la ley 21 de 1982, decreto 45 de 1996, decreto 1919 de 2002, 

decreto 1381 de 1997, ley 115 de 1994, ley 91 de 1989, ley 60 de 1993, ley 

115 de 1994, ley 50 de 1990, ley 962 de 2005. 

 

En el concepto de violación, precisó la parte actora, que la violación 

recae y se materializa en el entendido que fue vinculada mediante orden 

de prestación de servicios, para desarrollar labores en inst ituciones 

educativas del Municipio de Sincelejo, en idénticas funciones, horario y 

                                                                 
2  Ver folios 1-2 del cuaderno de primera instancia. 
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jornada laboral, que los demás docentes nombrados en planta mediante 

relación legal y reglamentaria, desconociéndose todos los derechos y 

prerrogativas, de que gozan los docentes vinculados en propiedad, 

porque la figura de la OPS, ocultaba una verdadera relación de trabajo. 

 

1.4. Contestación de demanda3. 

 

El municipio de Sincelejo, se opone a las pretensiones de la demanda por 

no tener sustento jurídico, ni fáct ico, argumentando que con la 

demandante, se dio una relación contractual, en obedecimiento y bajo los 

términos de la Ley 60 de 1993 y la Ley 115 de 1994. 

 

Acepta el vínculo contractual, pero con intervalos de espacio entre una y 

otra, por lo que señala, que no es continua y aduce que la demandante, 

no logra demostrar en su libelo, la existencia de una verdadera relación de 

trabajo, porque no prueba la subordinación y la prestación personal del 

servicio se echa de menos en el proceso y que tal elemento, refiriéndose a 

la subordinación, no puede ser presumido porque se encuentra ínsito en la 

labor docente.  

 

Propuso como excepciones: caducidad de la acción, inepta demanda, 

inexistencia de la relación laboral e inexistencia de los supuestos fácticos, 

en que se funda la reclamación de los derechos laborales. 

 

1.5.- Sentencia impugnada4. 

 

El Juzgado Sexo Administrat ivo del Circuito de Sincelejo, accedió a las 

súplicas de la demanda, condenando a la ent idad demandada al pago 

de prestaciones sociales comunes que la actora dejó de recibir, durante el 

t iempo laborado bajo la modalidad de prestación de serv icios, años 1998 

a 2003. Asimismo, estableció, que el t iempo de servicios se tendría en 

cuenta, para efectos pensionales. 

                                                                 
3 Folios 81 - 91, cuaderno de primera instancia.  
4 Folios 178 - 185 del cuaderno de primera instancia.  
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En sustento de la condena y con fundamento en el art ículo 53 de la 

Const itución Polít ica, señaló, que entre las partes se dio una relación de 

naturaleza jurídica laboral, que surgió de la vinculación a través de 

contratos de prestación de servicios, para el desarrollo de la actividad de 

docencia, en el cual, conforme las pautas jurisprudenciales, la 

subordinación se encuentra ínsita en la labor misma. 

 

En cuanto a la prescripción, señaló, que en estos asuntos aplicaba la tesis 

que sostuvo el Honorable Consejo de Estado en sentencia del 19 de 

febrero de 20095, según la cual, al no exist ir una fecha a part ir de la que se 

pueda predicar la exigibilidad del derecho, no es procedente sancionar al 

beneficiario con la prescripción o ext inción del derecho que reclama; por 

tanto, como quiera que es a part ir de la sentencia que surge el derecho, la 

morosidad empieza a part ir de su ejecutoria. 

 

1.6.- El recurso6. 

 

Inconforme con la decisión de primer grado, el MUNICIPIO DE SINCELEJO, la 

recurre con el fin de que sea revisada y revocada en esta instancia. 

 

Centra su argumentación, en el hecho que frente a lo pretendido por la 

parte actora, había operado la prescripción, apoyado en decisiones del 

Honorable Consejo de Estado; que la demandante acude en 

reclamación, 9 años después de la celebración y terminación de su últ ima 

relación contractual, que lo fue en el 2003, sin que se le pueda dar t intes 

de imprescript ibles, a derechos emanados de situaciones jurídicas que la 

interesada ha conocido, durante y después, de culminado su últ ima 

relación contractual. 

 

 

 

                                                                 
5 NI 3074-2005. 
6 Folios 192-193 del cuaderno de primera instancia.  



Expediente No. 70-001-33-33-006-2013-00210-01 

Nulidad y Restablecim iento del Derecho - Segunda Instancia 

________________________________________________ 

 

5 

 

1.7.- Trámite procesal en segunda instancia 

 

- El proceso correspondió en segunda instancia al Despacho del 

Magistrado César Enrique Gómez Cárdenas, quien mediante auto de 

fecha 16 de junio de 2016, admit ió el recurso de apelación interpuesto por 

el demandado7.  

 

- En proveído de 21 de julio de 2016, se dispuso correr t raslado a la partes, 

para alegar de conclusión y vencido dicho término, al Ministerio Público, 

para emit ir concepto de fondo8. 

 

- Las partes, no se pronunciaron en esta instancia procesal. 

 

- Agente del Ministerio Público9: El Procurador 44 Judicial I I  Delegado ante 

el Tribunal Administrat ivo de Sucre, presentó concepto solicitando se 

confirme la sentencia de primera instancia, señalando que el término de 

prescripción, en el caso del contrato realidad, se cuenta a part ir del 

momento en que la obligación se hace exigible, es decir, cuando la 

sentencia queda ejecutoriada. 

 

Expresó, que tratándose del reconocimiento de una relación laboral, 

oculta bajo contratos de prestación de servicios, es a part ir de la ejecutoria 

de la sentencia, que debe operar el conteo de la prescripción, por t ratarse 

de una sentencia const itut iva de derechos. 

 

- Elaborada la ponencia por el Magistrado Doctor César Enrique Gómez 

Cárdenas, la misma no obtuvo la aprobación mayoritaria, por lo que el 

asunto pasó al Despacho del suscrito Magistrado Ponente, para que 

elaborara la correspondiente sentencia10. 

 

 

                                                                 
7 Folio 3, del cuaderno de segunda instancia. 
8 Folio 12, del cuaderno de segunda instancia. 
9 Folios 19 - 22, del cuaderno de segunda instancia. 
10 Folio 24, del cuaderno de segunda instancia. 
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2.- CONSIDERACIONES 

   

2.1. Competencia 

 

Presentes los presupuestos procesales y no exist iendo causal, que invalide 

lo actuado, el Tribunal es competente, para conocer en segunda 

instancia, de la presente actuación, conforme lo establecido en el art ículo 

153 del Código de procedimiento Administrat ivo y de lo Contencioso 

Administrat ivo. 

 

2.2. Problema Jurídico 

 

De los extremos de la lit is y específicamente del recurso planteado, el 

problema jurídico a desatar en la presente acción, se contrae a:  

 

¿En el presente asunto, se acreditan los supuestos, que conlleven a 

predicar el fenómeno de la prescripción de lo reclamado? 

 

2.3.- Análisis de la Sala 

 

En caso similar al planteado, este Tribunal, teniendo como apoyo, varios 

fallos del Consejo de Estado, ha afirmado la no procedencia de la figura 

de la prescripción en este t ipo de asuntos, tal y como puede leerse, por 

ejemplo, en sentencia proferida por la Sala Primera de Decisión11, 

señalando, que en virtud de los parámetros est ipulados en la Ley 1437 de 

2011, respecto a la obligatoriedad de las sentencias de unificación, debe 

aplicarse la rat io decidendi, prevista en la sentencia de fecha 19 de 

febrero de 2009, proferida por la Sala Plena de la Sección Segunda del 

Honorable Consejo de Estado, en donde se señaló, que los fallos que 

declaren la configuración de una relación laboral, producto de un 

contrato de prestación de servicios, son constitutivos, por ende, a part ir del 

mismo, emergen los derechos laborales en favor del contrat ista, a t ítulo de 

                                                                 
11 Sentencia de 2 de octubre de 2014, radicación No. 70-001-33-009-2013-00190-01, 

demandante: Bertha Beatriz Roa de Ortíz y demandado: Municipio de Sincelejo, Medio de 

Control: Nulidad y Restablecimiento del Derecho. 
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reparación del daño, sin que se quiera decir, que por esa situación, ostente 

la condición de empleado público, de suerte, que desde ese instante, es 

posible hacerlos exigibles y no desde antes, pues, éstos no exist ían, sino 

hasta la promulgación y ejecutoria de la providencia, que acreditó la 

ocurrencia del vínculo laboral, en el suceso transcrito. 

 

Para mayor ilustración, se transcriben apartes del fallo que hoy se reitera, 

anteriormente mencionado: 

 

“Part iendo de las ant eriores normas, la Sala Plena de la Sección 
Segunda, de la Sala Cont encioso Administrativa del CONSEJO DE 

ESTADO, a t ravés de providencia que pret endió unificar el t ema 
de la prescripción de los derechos laborales, indicó que en est e 

t ipo de procesos solo se causa a part ir de la fecha en que es 

declarado judicialment e12, es decir, solo exist e el mismo a part ir 
de la declarat oria judicial que de él se haga. Se resalt a, que 

como se aclara a pie de página 14, est a posición es reit erada en 

decisiones post eriores de las subsecciones que conforman la 
Sección Segunda del Consejo de Est ado. De la decisión de la 

Sala Plena de la Sección Segunda, se resalt a el siguient e apart e:  

                                                                 
12 “Se insiste, tratándose del principio de la primacía de la realidad sobre las formalidades, 

la existencia de la obligación emanada de la relación laboral y los derechos 

determinados no son exigibles al momento de la presentación del simple reclamo ante la 

Entidad, sino que nacen a partir de la sentencia, y su exigibilidad desde su ejecutoria. ” 
CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. SECCIÓN SEGUNDA. 

CONSEJERA PONENTE: BERTHA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ. Sentencia del 19 de febrero de 

2009. REF.: EXPEDIENTE No. 73001233100020000344901. No. INTERNO: 3074-2005. 

AUTORIDADES NACIONALES. ACTORA: ANA REINALDA TRIANA VIUCHI.  

 
En igual sentido: “Se insiste, tratándose del principio de la primacía de la realidad sobre las 

formalidades, la existencia de la obligación emanada de la relación laboral y los 

derechos determinados no son exigibles al momento de la presentación del simple 

reclamo ante la Entidad, sino que nacen a partir de la sentencia, y su exigibilidad desde 

su ejecutoria”  

 

Por lo tanto, entendiendo que el término trienal de prescripción se cuenta a partir del 

momento en que la obligación se hizo exigible en la sentencia ejecutoriada, es 

justamente a partir de este momento que se contarían los tres (3) años de prescripción de 

los derechos de la relación laboral hacía el futuro, situación que operaría en caso de que 

continuara la relación laboral, empero como el sub-lite se contrae al reconocimiento de 

situaciones anteriores no existe prescripción pues la obligación, como se dijo, surge con la 
presente sentencia.” CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN “B”. CONSEJERA PONENTE: DRA. BERTHA LUCÍA RAMÍREZ 

DE PÁEZ. Sentencia del 11 de marzo de 2010. REF: EXPEDIENTE No. 180012331000200400080 

02 No. INTERNO 0114-2008. AUTORIDADES MUNICIPALES. ACTOR: DINA LUZ VÁSQUEZ 

MARTÍNEZ. 

Igualmente, ver: CONSEJO DE ESTADO. SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. 

SECCIÓN SEGUNDA. SUBSECCIÓN "A". Consejero ponente: GUSTAVO EDUARDO GÓMEZ 

ARANGUREN. Sentencia del 4 de marzo de 2010. Radicación número: 85001-23-31-000-

2003-00015-01(1413-08). Actor: ERIKA MARIA NOVOA CABALLERO. Demandado: 

CAPRESOCA E.P.S. 



Expediente No. 70-001-33-33-006-2013-00210-01 

Nulidad y Restablecim iento del Derecho - Segunda Instancia 

________________________________________________ 

 

8 

 

 
“Est a Sala en ant eriores oport unidades, ha declarado la 

prescripción t rienal de los derechos que surgen del cont rat o 

realidad, acept ando que dicho fenómeno se int errumpe desde 
la fecha de present ación de la solicit ud ant e la Ent idad 

demandada. Sin embargo, en est a oport unidad replant ea est e 
crit erio por las razones que a cont inuación se explican:  

 

De conformidad con algunos est at ut os que han regido est a 
materia, los derechos prescriben al cabo de det erminado t iempo 

o plazo cont ado a part ir de la fecha en que ellos se hacen 
exigibles, decisión que se adopt a con base en el est at ut o que 

consagra dicho fenómeno. (Vr. Gr. Dt o. 3135/68 art . 41)   

 
En sit uaciones como la present e en las cuales no hay fecha a 

part ir de la cual se pueda predicar la exigibilidad del derecho, no 

es procedent e sancionar al beneficiario con la prescripción o 
ext inción del derecho que reclama; en efect o, en est os asunt os 

en los cuales se reclaman derechos laborales no obst ante mediar 
un cont rat o de prest ación de servicios, no hay un referent e para 

afirmar la exigibilidad de salarios o prest aciones dist int os al valor 

pact ado en el cont rat o.  
 

Es a part ir de la decisión judicial que desest ima los element os de 
la esencia del cont rat o de prest ación de servicios que se hace 

exigible la reclamación de derechos laborales t ant o salariales 

como prest acionales, porque conforme a la doct rina est a es de 
las denominadas sent encias const it ut ivas, ya que el derecho 

surge a part ir de ella, y por ende la morosidad empieza a 

cont arse a part ir de la ejecut oria de est a sent encia. 
 

Se insist e, t rat ándose del principio de la primacía de la realidad 
sobre las formalidades, la exist encia de la obligación emanada 

de la relación laboral y los derechos det erminados no son 

exigibles al momento de la present ación del simple reclamo ant e 
la Ent idad, sino que nacen a part ir de la sent encia, y su 

exigibilidad desde su ejecut oria.” 

 
Es import ant e resalt ar en est e punt o, que el nuevo C.P.A.C.A., 

ot orgó un valor adicional a las sent encias de unificación 
jurisprudencial, ent endidas como t ales a la luz de los art ículos 270 

y 271 de la obra procesal en coment o, las siguient es decisiones 

judiciales del CONSEJO DE ESTADO, expedidas ant es o después 
de la vigencia del código del 2011: 

 
  Las expedidas por la Sala Plena de lo Cont encioso 

Administ rat ivo del CONSEJO DE ESTADO por import ancia jurídica 

o t rascendencia económica o social. 
  Las proferidas al decidir los recursos ext raordinarios (Revisión y 

unificación de la jurisprudencia). 
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  Las dict adas al ejercer el mecanismo de event ual revisión de 
acciones populares y de grupo. 

  Las dict adas por la Sección en pleno que provengan de las 

Subsecciones. En est e punt o se aclara que las secciones 2 y 3 
funcionan a t ravés de subsecciones y por ello las decisiones 

proferidas por la sección en pleno, igualment e se consideran de 
unificación (inciso 2 del art ículo 271 del C.P.A.C.A.). 

 

Si bien, como lo expone la ent idad demandada apelant e, 
exist en una serie de decisiones post eriores del CONSEJO DE 

ESTADO, quien en conocimient o de acciones de t ut ela13 y en 
acciones ordinarias14, predican la exist encia de la prescripción en 

forma diferent e, por el t ranscurso del t iempo de t res años 

después de dejar de prest ar el servicio, sin que el accionant e 
eleve solicit ud ant e la aut oridad administ rat iva. De la últ ima 

sent encia traída a colación, la Sala ext ract a el siguient e apart e:  

 
“En est a oport unidad, la Sala debe precisar que si bien la ant erior 

es la t esis que se aplica en la act ualidad y, en efect o, se reit era 
que el derecho a reclamar las prest aciones derivadas de un 

cont rat o realidad solo se hace exigible a part ir de la sent encia 

que declara la exist encia de la relación laboral; t ambién lo es 
que el part icular debe reclamar de la administ ración y del juez el 

reconocimient o de su relación laboral, dent ro de un t érmino 
prudencial que no exceda la prescripción de los derechos que 

reclama.  

 
Lo ant erior quiere decir que si finiquit ó la relación que 

inicialment e se pact ó como cont ract ual, el int eresado debe 

reclamar la declaración de la exist encia de la relación laboral, 

                                                                 
13 En este punto, se encuentran las siguientes decisiones, que avalan la posición de 

declarar la prescripción de los derechos laborales, cuando se reclama a la administración 

por fuera del plazo de los tres años, contados estos desde que se dejó de prestar el 

servicio: 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – Subsección 

“B”. C. P.: BERTA LUCÍA RAMÍREZ DE PÁEZ. Sentencia del 4 de julio de 2013. Radicación No.: 

11001031500020130101500. Actor: JESÚS BAYONA GÓMEZ. Demandado: Tribunal 

Administrativo de Norte de Santander. 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – Subsección 

“A”. C. P.: Dr. ALFONSO VARGAS RINCÓN. Sentencia del 6 de septiembre de 2013. 

Radicación No.: 11001031500020130166200. Actor: ROSA ISMETNIA MORENO DE PALACIOS. 

Demandado: Tribunal Administrativo del Chocó. 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda – Subsección 

“A”. C. P.: Dr. ALFONSO VARGAS RINCÓN. Sentencia del 30 de octubre de 2013. Radicación 

número: 11001031500020130208300. Actor: ANA FRANCISCA VARGAS DE QUINTERO. 

Demandado: Tribunal Administrativo de Norte de Santander y Otro. Acción de Tutela. 

Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Cuarta. C. P. : HUGO 

FERNANDO BASTIDAS BÁRCENAS. Sentencia del 16 de diciembre de 2013. REF.: Expediente 

Nº 11001031500020130101501. Demandante: Jesús Bayona Gómez. Demandado: Tribunal 

Administrativo de Norte de Santander. 
14 Consejo de Estado. Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección Segunda - Sub 

sección “A”. C. P.: LUIS RAFAEL VERGARA QUINTERO. Sentencia del 9 de abril de 2014. 

Radicación No. 20001 23 31 000 2011 00142 01 (0131-13). APELACIÓN SENTENCIA. 

AUTORIDADES DEPARTAMENTALES. ACTOR: ROSALBA JIMÉNEZ PÉREZ y OTROS. 
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en un t érmino no mayor de 3 años, so pena de que prescriba el 
derecho a reclamar la exist encia de la misma y el consecuent e 

pago de las prest aciones que de ella se derivan.”  

 
Por lo expuest o y ant e las múlt iples posiciones exist ent es sobre el 

punt o, es al juez en su aut onomía quien debe definir la forma de 
interpretar el derecho, por lo que est a Sala acoge el crit erio de la 

inexistencia de prescripción en el t ema del cont rato realidad, por 

las siguient es razones que se exponen en ejercicio de la 
independencia y aut onomía de la función judicial:  

 
1. En primer lugar, el t ext o mismo de la norma a int erpret ar, ya 

t raída a colación y cont enida en los art ículos 102 del Decret o 

1848 de 1969 y 41 Decret o 3135 de 1968, en concordancia con el 
art ículo 2535 del C.C., consagran la forma en que debe cont arse 

el t érmino ext int ivo de los derechos laborales, empezando solo a 

correr desde el moment o en que la obligación se hace exigible, 
la que en casos de cont rat o realidad, nace con la sent encia, al 

ser la misma const itut iva del derecho que se reclama, pues ant es 
de la declarat oria judicial el derecho pret endido no exist e y por 

ello est a posición respet a el t enor lit eral de la norma. 

 
2. En caso de que la norma genere duda en su int erpret ación, la 

misma debe solvent arse a favor del t rabajador, en aplicación del 
principio general del derecho laboral del in dubio pro operario, 

consagrado en el art ículo 53 de la C.P. 

 
3. Con fundament o en el mismo principio, t oda int erpret ación 

que se haga de las fuent es formales del derecho, y la 

jurisprudencia lo es conforme lo consagra el C.P.A.C.A. y lo ha 
int erpret ado de forma unánime la Cort e Const it ucional15, debe 

realizarse a favor del t rabajador, por lo que exist iendo posiciones 
jurisprudenciales que soport an las dos int erpret aciones 

est udiadas (la prescripción de los derechos y la no prescripción 

de los mismos) debe aplicarse la que favorece el derecho del 
t rabajador en discusión, es decir, para el caso concret o la no 

prescripción de los derechos laborales de los t rabajadores que 

fueron cont rat ados de manera irregular a t ravés de un cont rat o 
de prest ación de servicios. 

 
4. Exist e una decisión de unificación, de la Sala Plena de la 

Sección Segunda del CONSEJO DE ESTADO, que se inclina hacia 

la no prescripción de los derechos, sin condiciones adicionales a 
las puest as en las decisiones post eriores de la reclamación del 

derecho ant e la administ ración en el t érmino de prescripción, 
decisión aquella que posee más peso que las decisiones de las 

subsecciones, t al como lo consagra el art ículo 271 del C.P.A.C.A., 

ya est udiado. 

                                                                 
15 Ver, entre otras, sentencias C-836 de 2001 y relacionada con la obligatoriedad de las 

sentencias de unificación del Consejo de Estado, igualmente, la sentencia C-634 de 2011. 
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5. Por últ imo, el argument o adicionado en las sent encias de 

t ut ela y el fallo ordinario cit ados en los pies de página 15 y 16 de 

est a providencia, que condicionan la no prescripción a la 
reclamación dent ro de los t res años siguient es a la t erminación 

del vínculo, est án creando condiciones que no consagran las 
normas que regulan la prescripción y a la larga concluyen en 

que sí exist e la ext inción de los derechos por el t ranscurso del 

t iempo, en franca oposición al t enor lit eral de las normas ya 
est udiadas. 

 
Por lo tanto, para este operador judicial, en tratándose de la 

prescripción de los derechos pretendidos en los conflictos 

relacionados con el contrato realidad, no existe término de 
prescripción, ni para reclamar ante la administración, ni para 

ejercer la acción ante la jurisdicción, en donde se pretenda lo 

mismo, pues los derechos solo existen a partir de la declaración 
judicial que de ellos se haga”.  

 
Posición que encuentra soporte16, igualmente, en decisiones tomadas por 

la Corte Const itucional (Sentencia de Tutela 084 de 2010, M. P. Dra. MARÍA 

VICTORIA CALLE CORREA), quien sobre el tema, luego de reconocer que 

existen interpretaciones encontradas, ha sostenido:  

 

“… 29. Las providencias cuest ionadas por el t ut elant e se 
sust ent aron en una int erpret ación específica del art ículo 151 del 

Código Procesal del Trabajo, el cual est ablece: “[l]as acciones 
que emanen de las leyes sociales prescribirán en t res años, que 

se cont arán desde que la respect iva obligación se haya hecho 

exigible”. Según la post ura dominant e en la just icia laboral 
ordinaria, acogida al det alle en las sent encias demandadas, las 

obligaciones son “exigibles” –de acuerdo con el sent ido del 
Código Procesal- just o desde el momento en el cual el t rabajador 

t iene derecho a pedírselas legít imament e al empleador, y eso 

depende del t ipo de obligación. Por ejemplo, las cesant ías 
disciplinadas por la Ley 50 de 1990 se pueden exigir 

legít imament e a part ir del cat orce (14) de febrero del año 

siguient e al que correspondan; las primas de servicio del primer 
semest re se pueden reclamar desde el primero (1°) de julio de 

cada año y las del segundo a part ir del veint iuno (21) de 
diciembre de cada año; la indemnización por t erminación 

unilat eral e injust a se hace exigible a part ir del moment o del 

despido, y así con cada prest ación laboral. Esa int erpret ación 
conduce a que la prescripción de la acción se cuent e desde el 

moment o en el cual se causan las obligaciones del empleador.  
 

                                                                 
16 Este Tribunal, en lo referenciado, ya ha aceptado lo sostenido por la Corte 

Constitucional. 
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30. Pues bien, al int erpret ar el Código Procesal del Trabajo de esa 
manera, la just icia laboral ordinaria le garant iza al t rabajador la 

posibilidad de reclamarle a su empleador el cumplimient o de las 

obligaciones legít imamente, incluso ant es de que un juez declare 
o const it uya la exist encia de la relación laboral y adjudique los 

derechos y las obligaciones ent re las part es. También es posible 
llegar a esa misma conclusión por la vía de int erpret aciones 

dist int as, pero ese hecho no le rest a mérit o a la post ura 

dominant e.  
 

Además, podría pensarse que la doct rina dominant e en lo 
ordinario est á en perfect a armonía con una versión razonable de 

la hist oria legislat iva laboral colombiana, sobre la forma de 

cont abilizar la prescripción de las acciones, cuando se 
enderezan a exigir prest aciones de caráct er laboral. 

Efect ivament e, ant es de que exist iera una legislación 

específicament e laboral sobre la prescripción de las acciones, la 
acción para reclamar por ejemplo prest aciones laborales 

empezaba a prescribir de conformidad con lo est ablecido en el 
Código Civil, y más específicament e, con arreglo a lo 

est ablecido en su art ículo 2535;  est o es, “desde que la 

obligación se haya hecho exigible”. Con ello se lograba que, por 
regla general, la prescripción comenzara a comput arse desde el 

moment o en el cual se causaran las obligaciones, si no est aban 
sujet as a plazo o condición.17  

 

Ahora bien, con la expedición del Decret o 2350 de 1944, dict ado 
en est ado de guerra ext erior, la prescripción empezó a 

cont abilizarse de ot ro modo, pues el art ículo 37.9 de ese est at ut o 

est ableció que el t érmino de prescripción debía cont arse desde 
la t erminación del cont rato.18 Sin embargo, como al poco t iempo 

se levant ó el est ado de guerra ext erior, la norma dejó de regir en 
forma aut omát ica, razón por la cual se regresó al sist ema de 

cómput o fijado por el Código Civil. Más adelant e ent ró a regir la 

Ley 6° de 1945, en la cual nada se dijo respect o de la 
prescripción de las acciones laborales, y eso condujo a la 

doct rina nacional a concluir que el modo vigent e para 

cont abilizar la prescripción seguiría siendo el del Código Civil. Este 
ent endimient o se vio reforzado al ent rar en vigencia el Código 

                                                                 
17 Sobre la exigibilidad de las obligaciones civiles dice, por ejemplo, Arturo Alessandri 

Rodríguez, en su Teoría de las Obligaciones: “[s]i la prescripción se cuenta desde que la 

obligación se ha hecho exigible, es claro que en las obligaciones a plazo no empieza a 

correr sino desde el día en que se cumple el plazo; y si la obligación es condicional, la 

condición suspensiva, desde que la condición se cumpla; o si es condición resolutoria, 
desde el día en que el contrato se haya celebrado”. Cfr., Alessandri Rodríguez, Arturo: 

Derecho civil. Teoría de las obligaciones, Ediar, Chile, 1988, p. 476.  
18 A la letra decía: “[e]l término de prescripción extintiva de las acciones que 

corresponden al trabajador para el cobro de su salario y de las prestaciones será de un 

año, contado desde el día en que el interesado deje de ser empleado u obrero de la 

persona natural o jurídica a la cual haya prestado sus servicios; para los derechos surgidos 

con anterioridad al presente Decreto, el término de la prescripción extintiva sólo 
empezará a correr seis meses después de la promulgación del mismo”. 



Expediente No. 70-001-33-33-006-2013-00210-01 

Nulidad y Restablecim iento del Derecho - Segunda Instancia 

________________________________________________ 

 

13 

 

Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, mediant e el 
Decret o ley 2158 de 1948, en el cual se reprodujo casi 

t ext ualment e la fórmula lingüíst ica de la codificación civil, 

aunque nat uralmente en ot ro cont exto hermenéut ico, y dispuso –
aún lo hace- que la prescripción de las acciones se cuent a 

“desde que la respect iva obligación se haya hecho exigible” (art. 
151, C.P.T). 

  

31. Es preciso señalar que la misma normat ividad que ha servido 
a la doct rina laboral dominante en lo ordinario, para adopt ar esa 

int erpret ación, podría ser empleada razonablement e en ot ro 
cont exto para ofrecer una interpretación diferent e. Pero la Cort e 

Const it ucional no est á para juzgar el mérit o o demérit o legal de 

una interpretación, ni para proponer ot ras int erpret aciones de la 
ley, a menos por supuest o que con la dominant e se viole la 

Const it ución, pues su función es la de fungir como guardiana de 

la Cart a (art . 241, C.P.).  
 

La Cort e Const it ucional sólo podrá pronunciarse, ent onces, sobre 
las deficiencias o los excesos con t rascendencia const it ucional 

que adviert a en las int erpret aciones de la ley.  De modo que aún 

si una int erpret ación es acept able en un marco de referencia 
exclusivament e legal, puede no serlo t ant o si se le hace un 

enjuiciamient o a la luz de la precept iva superior de la 
Const it ución. Y así lo ha dicho la Cort e, por ejemplo, en la 

sent encia C-569 de 2004,19 en la cual consideró que la 

jurisprudencia dominant e del Consejo de Est ado sobre la 
necesidad de acredit ar la preexist encia del grupo, como un 

requisit o de procedibilidad de las acciones de grupo, era una 

int erpret ación posible y plausible legal y dogmát icament e, pero 
con problemas de inconst it ucionalidad. En ese mismo sent ido, 

podría ser el caso que la int erpret ación legal implícit a en las 
providencias demandadas fuera plausible desde un enfoque 

legislat ivo, pero que t uviera problemas de const it ucionalidad. 

Est e últ imo aspect o –la const it ucionalidad de la int erpret ación 
adopt ada por los jueces laborales demandados- es el que pasa 

a dilucidarse a cont inuación. 

 
32. En efect o, la Sala adviert e que la interpretación prohijada por 

el Juzgado Segundo Laboral del Circuit o de Florencia y la Sala 
Única de Decisión del Tribunal Superior del Dist rit o Judicial de 

Florencia en el proceso adelant ado por Orangel Evelio Mendoza 

cont ra el ISS, la cual coincide con la interpretación dominante en 
la just icia laboral ordinaria, aunque es perfect ament e adecuada 

a la ley y, en ese respect o, la Cort e debe ser respet uosa de las 
compet encias est ablecidas por la Const it ución, lo ciert o es que 

garant iza los derechos a la primacía de la realidad sobre las 

formas y a acceder a la administ ración de just icia de un modo 
inacept able, pues cumple lo que disponen en una medida 

                                                                 
19 (M. P. Rodrigo Uprimny Yepes). 
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inferior a la que sería ópt ima. Est o se puede apreciar a part ir de 
las siguient es consideraciones. 

 

33. Por una part e, es preciso indicar que la int erpret ación 
ofrecida en las providencias demandadas int erfiere, al menos de 

dos formas, el derecho del t ut elant e a acceder a la 
administ ración de just icia (229, C.P.). En primer lugar, al declarar 

prescrit a la acción, desest imula la int erposición fut ura de 

pret ensiones encaminadas a obt ener el reconocimient o y pago 
de prest aciones laborales emanadas de un cont rat o realidad, 

pues la condena a favor del demandant e es relat ivament e 
insuficient e, si se la compara con el t iempo durant e el cual le 

prest ó un servicio personal y subordinado al empleador. En 

segundo lugar, int ervino de un modo apreciable el derecho a 
acceder a la administración de just icia efectiva, entendido como 

el derecho a que en sede judicial se deriven t odos los efect os 

jurídicos sust anciales del reconocimient o de un derecho 
est ablecido en la ley, pues de t odos los derechos que la ley 

promet ía garant izarle como t rabajador, sólo le garant izó unos 
pocos. En ese sent ido, el acceso a la administración de just icia es 

un derecho del part icular de “hacer efect ivos -en sede judicial- 

los derechos, obligaciones, garantías y libertades consagrados en 
[la Const it ución y las leyes]” (art . 1°, Ley Est at ut aria de la 

Administ ración de Just icia).   
 

Por ot ra part e, la forma de cont abilizar la prescripción 

desprot egió el derecho del act or a que se le concediera 
primacía a la realidad sobre las formas est ablecidas por los 

sujet os de la relación laboral (art . 53, C.P.). El derecho 

fundament al de los t rabajadores a que, en t odo caso, se le 
confiera primacía a la realidad sobre las formas,20 t ambién 

implica (i) que a los empleadores les est á prohibido simular la 
relación laboral con formas no laborales, y (ii) que a los jueces de 

la República y a las aut oridades est at ales, les corresponde 

observar la obligación jurídica de hacer t odo lo posible 
const itucionalmente, para evit ar simulaciones de esa nat uraleza. 

Las aut oridades encargadas de int erpret ar la ley conforme a la 

Const it ución deben, ent onces, para hacer valer la supremacía 
de est a últ ima, usar la ‘fuerza legít ima’ de las inst it uciones 

sociales, ent endida como “t oda acción dest inada a hacer que 
una práct ica indeseada les result e más cost osa a aquellos que 

pueden sent irse t ent ados a realizarla”.21 En ese sent ido, est e 

principio expresivo de un derecho fundament al t ambién se 
desprot ege cuando se int erpret a la ley en el sent ido de crear un 

incent ivo para que los empleadores cont rat en eludiendo la ley 
laboral.  

                                                                 
20 Este es uno de los contenidos más señalados por la Corte en su jurisprudencia. Cfr., por 

ejemplo, con la Sentencia C-154 de 1997 (M. P.  Hernando Herrera Vergara), en la cual se 

estudiaba la constitucionalidad del contrato administrativo de prestación de servicios.  
21 Elster, Jon: “Instituciones sociales”, en Tuercas y tornillos. Una introducción a los 

conceptos básicos de las ciencias sociales, Barcelona, Gedisa, 2003, p. 147. 
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Pues bien, la int erpret ación acogida por el Juzgado Segundo 

Laboral del Circuit o de Florencia y la Sala Única de Decisión del 

Tribunal Superior del Dist rit o Judicial de Florencia desconoce, 
precisament e, la obligación de hacer t odo lo posible para evit ar 

que en el fut uro se simulen las relaciones laborales con formas no 
laborales. No hace falt a efect uar un análisis muy det enido 

acerca de los efect os reales de la jurisprudencia dominante en la 

just icia laboral ordinaria, para advert ir que produce la siguient e 
consecuencia: para el empleador nunca será más cost oso eludir 

las garant ías laborales (con formas dist int as) que garant izarlas, y 
en cambio siempre podrá ser menos cost oso eludirlas que 

garant izarlas, ya que en cualquier caso imaginable si elude las 

garant ías y le corresponde reconocerlas en algún moment o, ese 
sería un precio semejant e al que t endría que pagar en caso de 

que las hubiera reconocido y asegurado desde un comienzo. En 

cambio, podría ganar mucho, si el t rabajador se demora en 
int erponer las acciones para desent rañar la realidad del vínculo, 

pues al menos algunas de las prest aciones habrán prescrit o.  
 

De ese modo, se crea para el empleador un incent ivo, que 

podría conducirlo precisament e a ut ilizar formas no laborales 
para cont rat ar t rabajo personal y subordinado. Al paso, se deja 

librada al azar la prot ección de t odo un haz de derechos 
humanos del t rabajador, que hacen de la prest ación de servicios 

personales y subordinados una act ividad digna y just a, como son 

el derecho al salario, al adiest ramient o, la capacit ación, la 
seguridad social int egral (incluyendo riesgos profesionales), la 

prot ección especial a la madre t rabajadora, la remuneración 

mínima vital y móvil, la irrenunciablidad de los beneficios mínimos 
est ablecidos en la ley laboral, ent re ot ros (art . 53, C.P.).  

 
Por últ imo, la int erpret ación dominant e implícit a en las 

providencias demandadas, supone una limit ación del derecho a 

la seguridad jurídica, ent endido como la cert idumbre que debe 
t ener cada miembro de la sociedad de que la ley va a ser 

cumplida por sus dest inat arios pues, como se dijo, en el fut uro no 

exist irá un desest ímulo verdadero para quien pret enda cont rat ar 
servicios bajo subordinación eludiendo la ley laboral.22 

  
33. Ahora bien, la ant erior const at ación no es suficient e para 

concluir que se ha violado la Const it ución. Como ha señalado la 

Cort e insist ent ement e, la Const it ución no prohíbe cualquier t ipo 
de int erferencia en los derechos fundament ales, ni cualquier 

clase de desprot ección. La razón que ha conducido a la Cort e a 

                                                                 
22 Dice Antonio Pérez Luño, que la seguridad jurídica, también puede ser entendida como 

la exigencia objetiva de corrección funcional, que significa el respeto al deber de 

“cumplimiento del Derecho por sus destinatarios y especialmente por los órganos de 

aplicación”. Cfr., Pérez Luño, Antonio Enrique: “Seguridad jurídica”, Garzón Valdés, Ernesto 

y Francisco J. Laporta (Eds): El derecho y la justicia, Enciclopedia Iberoamericana de 

Filosofía, Madrid, Trotta, 1996, p. 483. 
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int erpret arlo de ese modo, t iene que ver con que si las normas 
int ervienen o desprot egen derechos fundament ales, al mismo 

t iempo suelen prot eger ot ros principios o derechos no 

expresament e prohibidos por la Cart a o, incluso, direct ament e 
prot egidos por ella. En ese sent ido, no podría decirse que la 

prescripción de la acción laboral sea inconst it ucional por el solo 
hecho de que int erfiera los derechos a la primacía de la realidad 

y al acceso a la just icia, pues de ot ro lado, y como lo mencionó 

la Cort e en la sent encia C-072 de 1994,23 la prescripción 
dispuest a en el art ículo 151 del Código Procesal del Trabajo 

garant iza la seguridad jurídica, comprendida como la exigencia 
de ponerle fin a la posibilidad de int ent ar acciones judiciales con 

vocación de prosperidad.   

 
Por lo t ant o, una medida como la prescripción de las acciones 

laborales puede en efect o int ervenir o desprot eger derechos 

fundament ales pero, como al mismo t iempo propende por la 
garant ía de ot ros, no por sólo ello puede ser considerada 

inconst it ucional. En consecuencia, lo que debe verificarse es si la 
int ervención o desprot ección son desproporcionadas.24 Y, para 

ello, la Cort e ha empleado el juicio de proporcionalidad, 

ent endido como “un criterio de int erpretación const it ucional que 
pret ende impedir los excesos o defect os en el ejercicio del poder 

público, como una forma específica de prot ección o de 
realización de los derechos y libert ades individuales”.25 En dicho 

juicio se analizan las finalidades de la norma acusada, si los 

medios empleados para alcanzarlas son idóneos y necesarios; y, 
además, si la limit ación a los derechos es proporcional. Pues bien, 

si se efect úa ese juicio sobre la int erpret ación dominant e, 

adopt ada por el Juzgado Segundo Laboral del Circuit o de 
Florencia y la Sala Única de Decisión del Tribunal Superior del 

Dist rit o Judicial de Florencia, se obt iene lo siguient e. 
 

34. En primer lugar  respect o de las finalidades de la 

int erpret ación, podría decirse que son esencialment e dos: la 
seguridad jurídica y la rect a administ ración de just icia. 

Efect ivamente, tanto la doct rina universal como la jurisprudencia 

colombiana han señalado, por una part e, que la prescripción 
ext intiva de las acciones persigue garant izar la seguridad jurídica, 

ent endida como la orden que deben cumplir las aut oridades de 

                                                                 
23 M. P. Vladimiro Naranjo Mesa. 
24 Entre muchas sentencias, que han ofrecido razones, para interpretar de este modo las 

prohibiciones derivadas de la Carta, puede citarse la Sentencia C-720 de 2007 (MP 

Catalina Botero Marino, AV Catalina Botero Marino), en la cual , la Corte reconoció que 

una medida de policía, era inconstitucional, no por intervenir el derecho fundamental a la 

libertad personal, sino por hacerlo de un modo desproporcionado. Una solución distinta, 

pero con un razonamiento similar en lo metodológico, puede verse en la Sentencia C -309 

de 1997 (MP Alejandro Martínez Caballero), en la cual la Corporación estimó, que aun 

cuando la obligación para los pasajeros de un automóvil de usar cinturón de seguridad, 

suponía una intervención en el libre desarrollo de la personalidad, no constituía una 

intervención excesiva. 
25 Sentencia C-799 de 2003 (MP Marco Gerardo Monroy Cabra). 
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la República de evit ar que permanezca abierta indefinidament e 
la posibilidad de somet er los conflict os sust anciales ant e los 

jueces. Así, en la doct rina colombiana ant erior a la codificación 

laboral, se señaló que “[e]l Est ado t iene un alt o int erés en que las 
acciones ent re los hombres no permanezcan et ernament e vivas, 

ya que de lo cont rario, se ent rabaría la vida social y la act ividad 
humana carecería de libert ad y la seguridad necesarias para 

desarrollarse”.26 También Radbruch señaló, a propósit o, que “la 

necesidad de la seguridad jurídica puede hacer […] que los 
est ados de hecho se conviert an en est ados jurídicos y hast a que, 

por muy paradójico que ello parezca, el desafuero cree 
derecho” y como ejemplo de ello indicó que “[l]a prescripción 

adquisit iva o ext intiva no significa ot ra cosa que la t ransformación 

en est ado de derecho de una sit uación ant ijurídica, mediant e el 
t ranscurso de un det erminado período de t iempo”.27 Est as ideas 

fueron recogidas por la Cort e Const it ucional, en la precit ada 

sent encia C-072 de 1994,28 en la cual declaró lo siguient e:   
 

“[l]as prescripciones de cort o plazo buscan t ambién la seguridad 
jurídica, que al ser de int erés general, es prevalent e (art . 1o. 

superior).  Y hacen posible la vigencia de un orden just o (art . 2o. 

superior), el cual no puede ser jamás legit imador de lo que 
at ent e cont ra la seguridad jurídica, como sería el caso de no fijar 

paut as de oport unidad de la acción concret a derivada del 
derecho subst ancial”. 

 

Pero, además, la jurisprudencia colombiana ha señalado que 
con la prescripción ext int iva de las acciones, el legislador busca 

evit ar el somet imient o a juicio de causas que no podrían ser 

racionalment e discut idas, porque se ha dejado pasar un t iempo 
prolongado desde que efect ivament e ocurrieron. Así, por una 

part e, la Sala de Negocios Generales de la Cort e Suprema de 
Just icia, en la sent encia del t reint a y uno (31) de oct ubre de mil 

novecient os cincuent a (1950), al resolver la demanda de un 

t rabajador cont ra el Est ado por unos salarios debidos, indicó que 
“[l]a prescripción [e]vit [a] pleit os cuya solución será muy difícil en 

virt ud del hecho mismo de que el derecho invocado se remont a 

a una fecha muy lejana”.29 Del mismo modo el Tribunal Supremo 
del Trabajo, aut oridad que durant e la vigencia de Ley 26 de 

194630 era el máximo t ribunal de la just icia laboral,  en sent encia 
del veint icuatro (24) de mayo de mil novecient os cuarent a y siete 

(1947), en el “Juicio de Carlos Julio Ruiz cont ra Da Via Hermanos 

                                                                 
26 Sánchez, Jorge Enrique: Manual teórico y práctico de derecho del trabajo colombiano , 

Ediciones Lex, Bogotá, 1946, p. 73.  
27 Radbruch, Gustav: “Seguridad jurídica”, en Introducción a la filosofía del derecho, 2002, 

p. 41. 
28 M. P. Vladimiro Naranjo Mesa.  
29 Corte Suprema de Justicia, Sala de Negocios Generales, Sentencia del treinta y uno (31) 

de octubre de mil novecientos cincuenta (1950) (MP Rafael Leiva Charry) Gaceta Judicial 

Tomo LXVIII, Septiembre- Octubre de 1950, p. 491. 
30 Diario Oficial, Año LXXXII- Número 26294, del lunes 2 de diciembre de 1946. 
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Limit ada”, le at ribuyó a la prescripción de las acciones la función 
de prot eger la rect a administración de just icia, en t anto impediría 

que cuest iones muy ant eriores se vent ilaran ant e ella. Los 

razonamient os del Tribunal Supremo colombiano se basaron, en 
gran medida, en una sent encia de la Cort e Suprema mexicana. 

Puest o que est e asunt o es de part icular int erés, se t ranscribirá el 
fragment o pert inent e en t oda su ext ensión:  

 

“[s]e ha discut ido mucho por los exposit ores de derecho de 
t rabajo y por las aut oridades judiciales de diversos países, y aún 

se ha adopt ado t esis cont rarias por las legislaciones de los 
pueblos más cult os acerca del moment o desde el cual debe 

principiar a cont arse la prescripción de las acciones consagradas 

por la legislación laboral. Una t esis sost iene que a part ir de la 
exigibilidad del derecho y así lo est ablece nuest ro Código Civil 

cuando dice en su art ículo 2535 que la ext int iva de las acciones y 

derechos “se cuent a desde que la obligación se haya hecho 
exigible”. Y ot ra cont raria afirma que sólo debe cont arse desde la 

t erminación del cont rat o de t rabajo por es en ese moment o 
cuando el t rabajador adquiere plena independencia del pat rón, 

recobra su libertad económica y puede ejercit ar, por lo t anto, las 

acciones judiciales que t enga cont ra él, sin t emor a represalias 
de ningún género; al paso que si debiera ejercit arlas durant e la 

ejecución de su cont rat o, correría el riesgo de que el pat rón 
demandado lo rompiese o diese por t erminado por ese hecho.  

 

Principalment e en España y México est e problema ha suscit ado 
cont roversia, pero la adopción de la últ ima t esis en el segundo 

de est os países originó sit uaciones difíciles para las empresas que 

obligaron a la cuart a sala –del Trabajo- de la Cort e Suprema de 
Just icia de esa nación a reconsiderarla para acoger la cont raria.  

 
Dijo en efect o dicha Corporación: “Se refiere el segundo de los 

agravios a la forma de comput ar la prescripción, pues mientras la 

aut oridad responsable sost iene que conforme a los art ículos 328 y 
7° t ransit orio de la Ley Federal del Trabajo, la prescripción corre a 

part ir de la fecha en que las obligaciones se hicieron exigibles, 

sost ienen los recurrent es que el plazo puede empezar a cont arse 
desde la t erminación del servicio, o sea, desde que el cont rat o 

ha dejado de t ener vigencia. Est a Sala ha sost enido en varias 
ejecut orias la segunda de las t esis mencionadas, por est imar que 

debía aplicarse el art ículo 1161 del Código Civil, en primer lugar, 

porque la legislación del t rabajo no puede ser menos liberal que 
el derecho civil, y, en segundo, porque se est imó que no era 

posible que los t rabajadores, mient ras est aban al servicio del 
pat rón, present aran en cont ra de ést e demandas, exigiéndole el 

pago de salarios o el cumplimient o de ot ras prest aciones, pues 

que est o t raería consigo una fuent e const ant e de discordias, 
pero, por las razones que en seguida se expresan considera est a 

Sala necesario modificar su jurisprudencia, est ableciendo que la 

prescripción, de acuerdo con los art ículos 328 y 7° t ransitorio de la 
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Ley Federal del Trabajo, corre desde el moment o en que se 
hacen exigibles las respect ivas obligaciones. En numerosas 

ejecut orias se ha afirmado que el derecho del t rabajo es 

independient e del civil y que, en esa virt ud, no es posible aplicar, 
a propósit o del primero, las disposiciones consignadas en el 

segundo: por t al razón, se hace indispensable considerar 
nuevament e el problema de la prescripción para decidir si, de 

conformidad con los principios fundament ales que rigen el 

derecho del t rabajo, puede est imarse que, dent ro de ellos, se 
encuent ra el relat ivo a que la prescripción sólo corre a part ir de 

la fecha de cesación del servicio. El derecho del t rabajo t iene un 
cont enido esencialment e económico y si bien es verdad que su 

función principal es la de prot eger a la clase t rabajadora, 

elevando sus condiciones de vida, t ambién lo es que, det erminar 
las obligaciones de los pat ronos, implica una int ervención que 

est á necesariament e limit ada por las posibilidades y exigencias 

de las indust rias; en ot ros t érminos, al int ervenir el Est ado en el 
fenómeno de la producción en beneficio de la clase 

t rabajadora, no puede desconocer la sit uación de las empresas, 
ni ignorar las consecuencias fat ales que, para su exist encia, 

puede acarrear det erminado principio; ahora bien, se ha venido 

not ando que,  al amparo de la t esis sust ent ada por est a Sala, se 
ha present ado una serie de demandas en las se reclama el 

cumplimient o de obligaciones ant eriores en muchos años, en 
ocasiones a part ir de 1917, fecha en que ent ró en vigor la 

legislación del t rabajo, y en la mayor de los casos prosperan esas 

reclamaciones, por la única razón de que no funciona la 
prescripción, pues es imposible exigir que los empresarios 

conserven los element os probat orios durant e quince, veint e o 

más años; y esa condenación es perjudicial para la est abilidad 
de las indust rias, que nunca saben cuál pueda ser su verdadera 

sit uación ya que en cualquier moment o puede surgir una 
demanda por pago de horas ext ras y ot ra prest ación, como ya 

se dijo, de diez, quince o más años; y el perjuicio lo resient e no 

sólo la empresa sino la sociedad en general y aún los mismos 
t rabajadores, puest o que la fuent e de t rabajo puede ser 

arruinada en un moment o dado, merced a una de esas 

demandas, dest ruyéndose así un medio de vida para los obreros 
y de riqueza para la sociedad. Finalment e, el argument o que ha 

hecho valer en el sent ido de que no es posible que los 
t rabajadores, mientras están al servicio del pat rono, present en en 

su cont ra las reclamaciones a que t uvieran derecho, t ampoco se 

just ifica en la práct ica, puest o que const ant ement e se not a que 
los obreros demandan de sus pat ronos las violaciones en que 

est os incurrieron en el cumplimient o de los cont rat os o de la ley, 
sin que esas demandas alt eren subst ancialment e, la disciplina o 

la armonía en el t aller, ni produzca t ampoco consecuencias 

enojosas para los t rabajadores y no sólo, sino que la t esis que se 
viene combat iendo t iene el inconvenient e de que si los 

t rabajadores se ajust aran a ella aut orizarían al pat rono a que, de 

manera permanent e, violara la ley a reserva de exigirle, años 
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después, la responsabilidad consiguient e, sit uación que es 
cont raria, a la finalidad perseguida por derecho de t rabajo, cuyo 

objet ivo es, no t ant o que los t rabajadores obt engan 

det erminadas cant idades de dinero, sino que el servicio se prest e 
en las condiciones y forma prescrit as por la ley y los cont rat os, 

finalidad ést a que se logra mejor cuando los t rabajadores, t an 
pront o se produzca una violación formulan la demanda 

correspondient e. A mayor abundamient o, debe t enerse en 

cuent a que la int erpret ación de los art s. De la Ley Federal del 
Trabajo sobre prescripción conduce a idént ico result ado, est o es, 

a decidir que el t érmino para la prescripción empieza a correr 
desde que la obligación se hace exigible; la lect ura de los 

art ículos 329 y 330 indica, sin dejar lugar a duda, que la 

prescripción corre desde el moment o en que la part e int eresada 
puede acudir a los Tribunales deduciendo la acción 

correspondient e (…). 

 
Y –cont inúa el Tribunal Supremo del Trabajo colombiano- el 

conocido exposit or mexicano de est as mat erias, Mario de la 
Cueva, refiriéndose al ant erior fallo coment a con inagot able 

aut oridad lo siguient e: “La ejecut oria de Tomasa Godínez y 

Coagraviados agot ó el t ema y no creemos necesario exponer 
mayores razones en pro de la t esis que sust ent a, pues la misma 

legislación española, a cuya t radición debe referirse la solución 
opuest a, ha modificado su crit erio”. 

 

Para el Tribunal Supremo –dice- no hay duda de que la t eoría 
que propugna [porque] la prescripción ext int iva de las acciones 

laborales se cuent [e] a part ir de la t erminación del cont rat o de 

t rabajo t iene un fundament o real como es el que durant e su 
vigencia no gozaría el t rabajador de complet a libert ad para 

demandar a su pat rón por el t emor a ser despedido por ést e. 
Pero carece hoy de base en la ley y no debe, por lo t ant o, 

acogerla.  

 
Por ot ra part e, la t esis de que esa prescripción debe cont arse 

desde que el derecho se hace exigible, es la que consagra el art . 

2535 del Código Civil y como no exist e disposición expresa sobre 
la mat eria en la legislación colombiana del t rabajo, debe ser 

aplicada dicha norma por analogía a los lit igios de est a últ ima 
clase, de acuerdo con conocida disposición de hermenéut ica 

de nuest ro derecho posit ivo”.31 

 
En consecuencia, la prescripción ext int iva de las acciones 

laborales persigue dos finalidades clarament e ident ificables. 
Ambas son permit idas por la Const itución. De hecho, la seguridad 

jurídica es un imperat ivo que si bien no se menciona lit eralment e 

                                                                 
31 Citada en González Charry, Guillermo: Doctrinas y Leyes del Trabajo, Bogotá, 

Universidad Nacional, 1950, p. 218-221. 
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en el t exto de la Const itución, la Cort e lo ha clasificado como de 
“est irpe const it ucional”.32 

 

35. La int erpret ación adelant ada por los jueces en las 
providencias cuest ionadas es, además, nat uralment e idónea 

para alcanzar las finalidades que persigue. En efect o, si la acción 
laboral ordinaria prescribe desde el moment o en el cual se causa 

cada prest ación, se le pone un fin rápido a la posibilidad del 

int eresado de solicit ar indefinidament e ant e los jueces las 
prest aciones deducidas del cont rat o realidad; además, les 

facilit a a las part es aport ar los element os de juicio necesarios 
para adelant ar un proceso en condiciones de racionalidad, pues 

no ha t rascurrido un t iempo demasiado largo desde la fecha en 

que ocurrió el hecho lit igioso. De cualquier forma, es evident e 
que la  int erpret ación objet o de juicio no t ermina por ser un 

obst áculo para alcanzar los fines mencionados y, en esa medida, 

puede decirse que no hay razones fuert es para considerar que 
result e inadecuada y, en ese aspect o, arbit raria.  

 
36. En cambio, no podría decirse con seguridad que la 

int erpret ación dominant e sea necesaria o indispensable para 

garant izar esas mismas finalidades. Como pasa a most rarse, es 
posible advert ir que la misma disposición podría ser int erpret ada 

de, al menos, dos formas dist int as, ninguna de las cuales result a 
abiert ament e lesiva de las finalidades que persigue la 

interpretación dominant e en lo ordinario laboral, acogida por los 

jueces en las decisiones cuest ionadas mediant e t ut ela. Más aún, 
hay una int erpret ación  vivient e de una disposición similar, en la 

just icia cont encioso administrativa -Sección Segunda del Consejo 

de Est ado-, que por una part e garantiza esas mismas finalidades, 
pero que por ot ra no desprot ege, en el mismo grado en que lo 

hace la int erpret ación dominant e en lo ordinario, el derecho a 
acceder a la administ ración de just icia, el principio de seguridad 

jurídica ent endido como la garant ía de ser t rat ado en los 

t érminos de la ley y, especialment e, sin desprot eger el derecho 
del t rabajador a la primacía de la realidad sobre las formas 

cont ract uales.  

 
37. En efect o, en la sent encia del diecinueve (19) de febrero de 

dos mil nueve (2009), la Sección Segunda en pleno del Consejo 
de Est ado sost uvo que en casos en los cuales una persona solicit a 

prest aciones derivadas de un cont rat o realidad, la exigibilidad 

de los derechos comienza con la decisión judicial que declara la 
exist encia del cont rat o realidad. Dijo, específicament e, a est e 

respect o:  
 

                                                                 
32 Al estudiar, si podía darle efectos retrospectivos a la Constitución, en la Sentencia C-613 

de 1996 (MP Eduardo Cifuentes Muñoz; AV José Gregorio Hernández Galindo), la Corte 

manifestó que sí podía hacerlo, pero de un modo que resultara compatible con el 

principio de seguridad jurídica, de estirpe constitucional.  
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“[e]s a part ir de la decisión judicial que desest ima los element os 
de la esencia del cont rat o de prest ación de servicios que se 

hace exigible la reclamación de derechos laborales t ant o 

salariales como prest acionales, porque conforme a la doct rina 
est a es de las denominadas sent encias const it ut ivas, ya que el 

derecho surge a part ir de ella, y por ende la morosidad empieza 
a cont arse a part ir de la ejecut oria de est a sent encia. 

 

(…) 
 

Por lo t ant o, ent endiendo que el t érmino t rienal de prescripción 
se cuent a a part ir del moment o en que la obligación se hizo 

exigible en la sent encia ejecut oriada, es just ament e a part ir de 

est e moment o que se cont arían los t res (3) años de prescripción 
de los derechos de la relación laboral hacia el fut uro, sit uación 

que operaría en el caso de que cont inuara la relación laboral, 

empero como el sub-lit e se cont rae al reconocimient o de una 
sit uación anterior no exist e prescripción pues la obligación, como 

se dijo, surge con la present e sent encia”.33 
 

Est a doct rina se edifica sobre la base de una disposición similar, 

en los aspect os relevant es, a la que gobierna la prescripción 
laboral en lo ordinario: en ambas, la prescripción empieza a 

cont ar desde que la respect iva obligación se hace exigible. Con 
t odo, ella evit a que en una sent encia laboral se reconozca, 

como en el caso del t ut elant e, la exist encia de un cont rat o 

realidad durant e casi ocho (8) años y que se condene al 
empleador, que cont rat ó en t al forma, al pago de las 

prest aciones causadas durant e menos de un mes. Con lo cual no 

solament e se sort ea la posibilidad de que en el caso concret o el 
t rabajador se vea privado del derecho a la efect ividad de los 

derechos sust anciales reconocidos en la ley, sino que hacia el 
fut uro se desaconseje la ut ilización de apariencias para encubrir 

una realidad laboral.   

 
38. Pero no sólo la int erpret ación del Consejo de Est ado logra ese 

comet ido. También lo logra una fórmula que ha sido post ulada 

en ot ros ordenamient os y en ciert os sect ores de la dogmát ica 
laboral, e incluso en nuest ro derecho en vigencia del Decret o 

Ext raordinario 2350 de 1944,34  de acuerdo con la cual el t érmino 

                                                                 
33 Radicación No. 730012331000200003449-01. N° interno: 3074-2005. Consejo de Estado, 

Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda (Consejera ponente, Bertha 

Lucía Ramírez de Páez). Ver, además, sentencia de 17 de abril de 2008 Sección Segunda – 

sub sección A del Consejo de Estado. Radicación N° 54001-23-31-000-2000-00020-01 (2776-

05), actor: José Nelson Sandoval Cárdenas, demandado: Instituto Financiero para el 

Desarrollo del Norte de Santander – Infinorte, (Consejero ponente, Jaime Moreno García), 

sentencia de 6 de marzo de 2008, sección segunda – sub sección A. Expediente 2152-06, 

actor: Roberto Urango Cordero. M. P. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.   
34 Diario Oficial, Año LXXX- Número 25658, del lunes 2 de octubre de 1944. 
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de prescripción debe cont abilizarse desde el momento en el cual 
finaliza la relación laboral.35 

 

39. En consecuencia, como exist en formas hermenéut icas 
alt ernat ivas de cont abilizar la prescripción, incluso con la 

formulación idiomát ica del art ículo 151 del Código Procesal del 
Trabajo, que sacrifican en menor medida los derechos a acceder 

a la administración de just icia y a la primacía de la realidad sobre 

las formas, ent onces desde un punt o de vist a const it ucional 
result a a primera vist a injust ificada la desprot ección a la que 

conduce la int erpret ación dominant e en la just icia laboral 
ordinaria, pues no t iene un mejor sust ent o const it ucional que sus 

alt ernat ivas. Eso significa que a los derechos a la primacía de la 

realidad sobre las formas y a acceder a la administ ración de 
just icia se les ha conferido un grado de cumplimient o inferior al 

que sería ópt imo, en la int erpret ación escogida por los jueces 

laborales demandados, porque las rest ricciones que les ha 
deparado no est án just ificadas const it ucionalment e. Y dado que 

el nivel de cumplimient o de derechos fundament ales, que 
depara esa int erpretación jurídica, es inferior al ópt imo, ent onces 

debe considerarse cont raria a la Const it ución, por implicar un 

desconocimient o direct o de su fuerza normat iva… 
 

41. Por t anto, cont ar la prescripción de las acciones orient adas a 
reclamar prest aciones derivadas de un cont rat o realidad desde 

el moment o en el cual se causan, corresponde a una 

int erpret ación que, como se ha dicho, es desproporcionada 
porque es innecesaria; es decir, porque hay más de una 

int erpret ación dist int a de esa, que sat isface las mismas 

finalidades pero sin int erferir de forma grave (sin crear un 
incent ivo) para desalent ar el respet o de) los derechos a la 

primacía de la realidad sobre las formas y de acceder a una 
administ ración de just icia efect iva, como sí lo hace la 

int erpret ación acogida por el Juzgado Segundo Laboral del 

Circuit o de Florencia y la Sala Única de Decisión del Tribunal 
Superior del Dist rit o Judicial de Florencia.  

 

42.  Pero, cont ra la ant erior conclusión podría argument arse que 
no es del t odo exact a, por cuant o si bien cualquiera de las 

interpretaciones alternativas a la dominant e result a más benigna 
al moment o de prot eger el derecho de acceso a la 

administración de just icia y el principio de primacía de la realidad 

sobre las formas, no garant iza la seguridad jurídica y la rect a 

                                                                 
35 Así ha ocurrido en España, por ejemplo; cfr., Alonso García, Manuel: Curso de Derecho 

del trabajo, Octava edición, actualizada, Barcelona, Ariel, p. 577. También ha tenido 

vigencia en Argentina; cfr., Cabanellas, Guillermo: Contrato de trabajo. Parte general, Vol. 

III, Buenos Aires, Ameba, 1964, p. 677. En México estuvo vigente durante un tiempo; cfr., De 

la Cueva, Mario: Derecho mexicano del trabajo, Tomo I, México, Porrúa, Cuarta edición, 

1959, pp. 887 y ss. En la doctrina colombiana, ha sostenido esa tesis de lege ferenda para 

algunas prestaciones, por ejemplo, Sánchez, Jorge Enrique: Manual teórico y práctico de 

derecho del trabajo colombiano, Bogotá, Ediciones Lex, 1946, pp. 73 y 74. 
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administ ración de just icia del modo en que lo hace la 
interpret ación, adelant ada en est e caso por las aut oridades que 

expidieron las providencias demandadas en t ut ela. Y est a 

objeción debe ser t enida en cuent a, pues parece que exist e al 
menos una razón para cont inuar acept ando la int erpret ación 

vivient e en la just icia ordinaria laboral, y es su cont ribución en la 
garant ía de la seguridad jurídica y la rect a administ ración de 

just icia.  

 
43. Sin embargo, incluso si se t oma como ciert a y definit iva esa 

afirmación, y se concluye, ent onces, que la int erpret ación 
adopt ada por los jueces laborales ordinarios prot ege de un mejor 

modo la seguridad jurídica (ent endida como la orden de ponerle 

fin pront ament e a la posibilidad de vent ilar los conflict os ant e la 
just icia) y la rect a administ ración de just icia (ent endida como la 

prohibición de vent ilar causas que no t ienen mucho o carecen 

por complet o de fundament o); incluso si se acept a que ninguna 
de las interpretaciones alternativas puede garant izar esos fines en 

el grado en que lo hace la int erpret ación, que aquí ha dado en 
llamarse ‘dominant e’, en t odo caso no se t rat aría de una 

conclusión con la fuerza suficient e como para det erminar la 

superioridad de la doct rina vivient e en lo ordinario, sobre las 
razones que se le oponen.   

 
44. Por el cont rario, si se comparan las razones que est án del lado 

de la int erpret ación acogida por los jueces laborales 

demandados, con las que milit an a favor de considerar que ella 
debe est ar prohibida porque es innecesaria y desproporcionada, 

se llega a la conclusión de que t ienen más valor las últ imas que 

las primeras.  
 

45. En efect o, (i) la import ancia de los derechos que obran a 
favor de prohibir la int erpret ación dominant e en lo ordinario (el 

derecho a la primacía de la realidad, el derecho a acceder a 

una just icia efect iva y a la seguridad jurídica) es superior a la que 
t ienen los principios que respaldan su mant enimient o y 

consolidación (la seguridad jurídica y la rect a administ ración de 

just icia).   Los primeros t ienen una clara pert enencia al 
ordenamiento const it ucional (art s. 53 y 229, C.P.). En cambio, del 

ot ro lado, aparece un derecho con linaje const it ucional, que es 
el que se t iene a la prot ección de la seguridad jurídica.36 Principio 

que, por lo demás, t ambién est á –en ot ra de sus dimensiones- en 

cont ra de considerar como válida la doct rina dominant e en lo 
ordinario laboral.   

 
46. Por ot ra part e, (ii) al comparar el nivel de sacrificio que 

supone para los derechos de acceso a la administ ración de 

just icia y de primacía de la realidad sobre las formas, el hecho de  

                                                                 
36 Sentencia C-613 de 1996 (M. P. Eduardo Cifuentes Muñoz, AV José Gregorio Hernández 

Galindo). 
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admit ir la int erpret ación acogida por los jueces laborales 
ordinarios, comparado con el nivel de sacrificio que produce 

cualquier ot ra alt ernat iva para los principios de la seguridad 

jurídica y la rect a administ ración de just icia, se puede advert ir 
que la int erpret ación dominant e en lo ordinario es lesiva del 

derecho a que prevalezca la realidad sobre las formas, por el 
modo en el cual crea un incent ivo para que los empleadores 

eludan realizar la cont rat ación en los t érminos dispuest os por la 

ley laboral, ya que en cualquier caso no t endrían nada para 
perder, mient ras que podrían ganar mucho, si el t rabajador se 

demora en int erponer las acciones para desent rañar la realidad 
del vínculo. Asimismo, la int erpret ación vivient e en la just icia 

laboral ordinaria desprot ege de una manera apreciable el 

derecho de acceso a la administ ración de just icia por part e de 
los t rabajadores, pues una amplia cant idad de prest aciones 

realment e causadas a favor del t rabajador se ve privada de 

efect ividad, como en est e caso, y t oda persona t iene derecho 
prima facie a que en sede judicial sus derechos produzcan t odos 

los efect os que les at ribuye la ley sust ancial. De igual modo, la 
seguridad jurídica, ent endida como la cert eza de que la ley 

habrá de ser observada adecuadament e, se desprot ege, 

cuando quien la elude result a beneficiado pues la conduct a 
irregular le promet e menores cost os que el comport amient o 

ajust ado al derecho.  
 

Aunque es preciso acept ar que la int erpret ación acogida por los 

jueces laborales demandados garant iza el principio de seguridad 
jurídica, ent endido como el deber de ponerle fin a la posibilidad 

de iniciar lit igios laborales, lo ciert o es que cualquier de las 

int erpret aciones alt ernat ivas a la dominant e en lo ordinario le 
pone fin a esa misma posibilidad, aun cuando t iempo después 

del límit e que les impone a las acciones el ent endimient o legal 
enjuiciado. Eso significa que nunca, bajo ninguna de las hipót esis 

interpretat ivas aquí sugeridas, queda abiert a indefinidament e la 

posibilidad de inst ar a la just icia para reclamar las prest aciones 
laborales emanadas de un cont rat o realidad. Por consiguient e, 

t ampoco desprot egen de forma abiert a o indeseable la 

seguridad jurídica. 
 

47. Finalment e, la Sala considera que (iii) los sacrificios 
ocasionados por la int erpret ación adopt ada por los jueces 

laborales, en el proceso ordinario del t ut elant e, no se ven 

compensados por los beneficios que produce. En cambio, los 
sacrificios que implica el uso de cualquiera de las alt ernat ivas de 

int erpret ación, sí se ven compensados por los beneficios que 
producen en los derechos a la primacía de la realidad, a 

acceder a una administ ración de just icia efect iva, y a la 

seguridad jurídica comprendida como el derecho a que la ley no 
sea eludida injust ificadament e.  
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En efect o, mient ras que, como se vio, la int erpret ación 
dominant e en lo ordinario desprot ege de forma abiert a los 

derechos fundament ales de los t rabajadores, y garant iza de 

forma plausible el derecho a la seguridad jurídica, lo ciert o es 
que el ot ro de los principios que dice prot eger, lo sat isface de 

manera event ual, y su garant ía efect iva puede o no depender 
de la prescripción.  De hecho, se cae de su peso que no en t odos 

los casos, por la vía de la int erpretación dominante, se va a lograr 

una rect a administ ración de just icia, porque la present ación de 
demandas infundadas no depende exclusivament e del t iempo 

que demore el t rabajador en present arlas, sino de qué t ant os 
element os de juicio pueda recaudar quien la act iva, lo que 

obviament e depende del t iempo pero no sólo de él. Luego, los 

beneficios que produce esa int erpret ación son apreciables, pero 
no compensan los sacrificios que produce en los derechos de los 

t rabajadores. En el caso del t ut elant e pudo verse cómo, de t odo 

el t iempo que t rabajó para el Inst it ut o de Seguros Sociales, que 
fue equivalent e a casi ocho (8) años de servicios, sólo pudo 

reclamar algunos meses de prest aciones laborales. Eso supone 
acept ar que una persona debe est ar somet ida a las órdenes de 

ot ra, y subordinar su volunt ad a la de ot ra, y prest arle sus servicios 

personalment e, sin recibir a cambio las prest aciones 
consideradas mínimas, e indispensables, para evit ar que la 

relación de t rabajo subordinado sea en realidad una relación de 
explot ación inadmisible.   

 

En cambio, cualquiera de las int erpret aciones alt ernat ivas a la 
dominante, t rae beneficios, el más import ant e de los cuales es el 

de evit ar la explotación de los t rabajadores con usos ilegít imos de 

apariencias no laborales para cont rat ar servicios personales y 
subordinados. Además de ese comet ido, la seguridad jurídica 

persigue que quienes se emplean t engan la cert eza de que 
habrán de ser t ratados como lo exige la ley, sin cont ravención de 

lo que disponen las normas sobre los reconocimient os just os a los 

t rabajadores. De modo que, aunque los ent endimient os 
alt ernat ivos al dominant e, por una part e desprot egen 

relat ivamente la seguridad jurídica (al prolongar el fin del t érmino 

para iniciar un proceso), por ot ra part e t ambién la prot egen 
relat ivament e (al garant izar una aplicación ópt ima de los 

principios const it ucionales al t rabajador). Así las cosas, puede 
decirse que el nivel de sacrificio est á compensado 

adecuadament e.  

 
48. Ahora bien, no cabe duda de que exist en razones muy fuert es 

para evit ar que quede abiert a la posibilidad de un sujet o de 
inst ar a los jueces para que decidan sobre un det erminado 

asunt o socialment e relevant e. En ese sent ido, sería innegable 

que la prescripción pront a de las acciones laborales t iene el 
propósit o de garant izar la seguridad jurídica, como lo señaló est a 
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Cort e en la sent encia C-072 de 1994.37 Pero la seguridad jurídica, 
así ent endida, no puede ser alcanzada a t oda cost a. Parece que 

debe exist ir, ciertamente, pero sin sacrificar de un modo irrest ricto 

ot ros principios const it ucionales import ant es.  Est e propósit o se 
logra, como se ha venido diciendo, con el ent endimient o 

dominant e en la just icia cont encioso administ rat iva.  
 

En consecuencia, la t esis adopt ada en las providencias laborales 

que se cuest ionan, aunque es una plausible int erpret ación 
est rictamente legislat iva y coincide con la orient ación dominante 

en la just icia laboral sobre la forma de cont ar los t érminos de 
prescripción de las acciones, cuando se enderezan a solicit ar el 

reconocimient o y pago de prest aciones derivadas de un 

cont rat o realidad, desconoce la Const it ución en cuant o supone 
una limit ación desproporcionada del derecho de los 

t rabajadores de acceder a la just icia para hacer valer su 

derecho sust ancial fundament al a la primacía de la realidad 
sobre las formalidades est ablecidas por los sujet os de la relación y 

a la seguridad jurídica”.  
 

Luego entonces, para el CASO CONCRETO, resulta plausible 

aceptar, como, se insiste, lo ha venido haciendo este Tribunal, en 
consonancia con el Alto Tribunal de lo Contencioso 

Administrat ivo y la Corte Const itucional, que en asuntos en que 
se discute la materialización de una verdadera relación laboral – 

Contrato Realidad-, la sentencia que declare dicho inst ituto, es 

const itut iva, por lo cual, el término de prescripción, solo inicia, al 
momento de quedar ejecutoriada la decisión judicial 

correspondiente.  

 
Para resaltar, valga anotar que el Honorable Consejo de 

Estado38, sobre el tema ha dicho: 
 

“Est a Sala en ant eriores oport unidades, ha declarado la 

prescripción t rienal de los derechos que surgen del cont rat o 
realidad, acept ando que dicho fenómeno se int errumpe desde 

la fecha de present ación de la solicit ud ant e la Ent idad 

demandada. Sin embargo, mediant e sent encia de 19 de febrero 
de 2009, expedient e 3074-2005, la Sala Plena de la Sección 

                                                                 
37 (MP Vladimiro Naranjo Mesa). 
38 Supra, nota 31. Decisión que a su vez fue acogida por la sección quinta del Consejo de 

Estado, en providencia del 24 de abril de 2013. Expediente 2013-01015-01(AC). C.P. Dr. 

Alberto Yepes Barreiro, donde se indicó: “Consideró la Corte que la interpretación de la 

norma en el sentido de contabilizar la prescripción a partir del proferimiento de la 

sentencia resulta proporcionada a la finalidad de protección del principio de la prim acía 

de la realidad sobre las formas contractuales y, adicionalmente, garantiza el de 

seguridad jurídica, de tal manera que en la medida en que las autoridades judiciales 

accionadas, decidieron conforme al precedente de su superior funcional y de la Corte 

Constitucional, no están vulnerando los derechos fundamentales alegados por el actor. Es 

así como en las providencias cuestionadas se realizó una adecuada aplicación de las 

normas sustanciales y procesales al caso concreto, interpretándolas de conformidad con 

los precedentes sobre el tema.” 
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Segunda replant eó est e crit erio por las razones que a 

cont inuación se explican:  

 

“De conformidad con algunos est at ut os que han regido est a 
materia, los derechos prescriben al cabo de det erminado t iempo 

o plazo cont ado a part ir de la fecha en que ellos se hacen 
exigibles, decisión que se adopt a con base en el est at ut o que 

consagra dicho fenómeno. (Vr. Gr. Dt o. 3135/68 art . 41)   

 
En sit uaciones como la present e en las cuales no hay fecha a 

part ir de la cual se pueda predicar la exigibilidad del derecho, no 
es procedent e sancionar al beneficiario con la prescripción o 

ext inción del derecho que reclama; en efect o, en est os asunt os 

en los cuales se reclaman derechos laborales no obst ante mediar 
un cont rat o de prest ación de servicios, no hay un referent e para 

afirmar la exigibilidad de salarios o prest aciones dist int os al valor 

pact ado en el cont rat o.  
 

Es a part ir de la decisión judicial que desest ima los element os de 
la esencia del cont rat o de prest ación de servicios que se hace 

exigible la reclamación de derechos laborales t ant o salariales 

como prest acionales, porque conforme a la doct rina est a es de 
las denominadas sent encias const it ut ivas, ya que el derecho 

surge a part ir de ella, y por ende la morosidad empieza a 
cont arse a part ir de la ejecut oria de est a sent encia. 

 

Se insist e, t rat ándose del principio de la primacía de la realidad 
sobre las formalidades, la exist encia de la obligación emanada 

de la relación laboral y los derechos det erminados no son 

exigibles al momento de la present ación del simple reclamo ant e 
la Ent idad, sino que nacen a part ir de la sent encia, y su 

exigibilidad desde su ejecut oria. (…) 
 

Por lo t ant o, ent endiendo que el t érmino t rienal de prescripción 

se cuent a a part ir del moment o en que la obligación se hizo 
exigible en la sent encia ejecut oriada, es just ament e a part ir de 

est e moment o que se cont arían los t res (3) años de prescripción 

de los derechos de la relación laboral hacía el fut uro, sit uación 
que operaría en caso de que cont inuara la relación laboral, 

empero como el sub-lit e se cont rae al reconocimient o de una 
sit uación anterior no exist e prescripción pues la obligación, como 

se dijo, surge con la present e sent encia, t esis que la Sala en est a 

oport unidad acoge en su int egridad.” 
 

En consecuencia la Sala declarará la exist encia del cont rat o 
realidad y accederá a las pret ensiones de la demandada 

advirt iendo que la sent encia es const it ut iva de derechos y en t al 

sent ido no hay lugar a prescripción.” 
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Por lo tanto, acogiendo el precedente judicial, por demás, unificado por el 

Consejo de Estado, que hasta la fecha, no ha sido modificado, debe 

afirmarse, que no hay lugar a declarar la prescripción de los derechos 

laborales solicitados por el demandante, por cuanto, los derechos que 

emanan de la configuración del vínculo laboral, derivado de los contratos 

de prestación del servicio, nacen o se originan a part ir de la sentencia que 

declaró la existencia de esa relación, por lo que, su exigibilidad, se 

ocasiona a part ir de la ejecutoria del fallo, que dio origen a los derechos 

prestacionales y no, en los términos alegados por el recurrente. 

 

De ahí que en el caso concreto, aceptando el reconocimiento de la 

relación laboral39, respecto de los servicios prestados por la accionante, 

como docente del MUNICIPIO DE SINCELEJO, para los interregnos: 1º de 

febrero de 1998 al 30 de noviembre de 1998, 1º de febrero de 1999 al 30 de 

noviembre de 1999, 1º de febrero de 2000 al 30 de noviembre de 2000,  1º 

de febrero de 2001 al 30 de noviembre de 2001,  1º de febrero de 2002 al 

30 de noviembre de 2002, y 13 de enero de 2003 al 30 de noviembre de 

200340,  bien puede considerarse que es a part ir de la sentencia, que la 

obligación se torna exigible, pues, antes de esto, no había certeza de su 

existencia, haciendo imposible su exigibilidad a la administración 

municipal, por lo tanto, para efectos de contabilización del término de 

prescripción trienal, como figura que ext ingue del ordenamiento jurídico, 

los derechos de las personas, como una medida de cast igo, por no 

reclamarlos y hacerlos exigibles dentro de la oportunidad señalada, se 

efectúa a part ir de la ejecutoria del fallo y no desde la finalización del 

vínculo contractual. Siendo así, se confirmará el fallo apelado.  

 

3.- CONDENA EN COSTAS - SEGUNDA INSTANCIA. 

 

Siendo consecuentes con lo dispuesto en los numerales 1°, 2° y 3º del 

art ículo 365 del Código General del Proceso, condénese en costas de 

                                                                 
39 Lo que puede afirmarse en tanto, sobre el tema, no existe cargo alguno en apelación, 

sin que pueda afirmarse, que lo brevemente expuesto en alegaciones de segunda 

instancia, constituya tal cargo, pues, ya no es el momento de formularlo.  
40 Ver folios 54- 65 cuaderno de primera instancia. 
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segunda instancia, a la parte demandada y liquídense, de manera 

concentrada, por el juez a quo, de conformidad con lo preceptuado en el 

Art. 366 de la norma referenciada, disponiendo así mismo lo concerniente 

a las agencias en derecho, de ambas instancias. 

 

DECISIÓN 

 

En mérito de lo expuesto la Sala Segunda de Decisión Oral del Tribunal 

Administrat ivo de Sucre, Administrando Just icia en nombre de la República 

de Colombia y por autoridad de la Ley, 

 

FALLA: 

 

PRIMERO: CONFÍRMESE la sentencia proferida el 18 de marzo de 2016, por el 

Juzgado Sexto Administrat ivo Oral del Circuito de Sincelejo. 

 

SEGUNDO: CONDENAR en costas de segunda instancia, al apelante (parte 

demandada). Su liquidación se hará, de manera concentrada, por el juez 

a quo, de conformidad con lo preceptuado en el Art. 366 de la norma 

referenciada, disponiendo así mismo, lo concerniente a las agencias en 

derecho, de ambas instancias 

 

TERCERO: Ejecutoriado este proveído, envíese el expediente al Juzgado de 

origen para lo de su resorte. CANCÉLESE su radicación, previa anotación en 

el Sistema Informático de Administración Judicial Siglo XXI. 

 

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Estudiado y aprobado en sesión de la fecha, Acta No. 00184/2016 

 

Los Magistrados, 

RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY 

 

 

CÉSAR ENRIQUE GÓMEZ CÁRDENAS   SILVIA ROSA ESCUDERO BARBOZA 
               (Con salvamento de voto) 


